


 

 

LMDG 
1 

Juicio Contencioso Administrativo: 

540/2019/1ª-III. 

 

Actor: Eliminado: datos personales. 

Fundamento legal: Artículo 72 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Veracruz; 3 fracción 

X, 12, 13, 14 y 42 de la Ley de Protección 

de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados para el Estado de 

Veracruz, por tratarse de información que 

hace identificada o identificable a una 

persona física.. 

 

Autoridades Demandadas: Procurador 

Estatal de Protección al Medio Ambiente 

e Inspectores. 

 

XALAPA-ENRÍQUEZ, VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE, A 

VEINTINUEVE DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECINUEVE.  

 

Sentencia en la que se resuelve, por una parte, decretar el 

sobreseimiento en el juicio respecto de la orden de inspección y la 

inspección practicada y, por otra parte, declarar la nulidad lisa y llana de 

la clausura como medida de seguridad impuesta. 

 

GLOSARIO 

 

Código: Código número 14 de Procedimientos 
Administrativos para el Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave. 

Ley ambiental: Ley número 62 Estatal de Protección Ambiental. 

 

RESULTANDOS. 

 

1. Antecedentes del caso. 

 

El seis de agosto de dos mil diecinueve, el ciudadano Eliminado: datos 

personales. Fundamento legal: Artículo 72 de la Ley de Transparencia y Acceso 
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a la Información Pública del Estado de Veracruz; 3 fracción X, 12, 13, 14 y 42 

de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados 

para el Estado de Veracruz, por tratarse de información que hace identificada 

o identificable a una persona física., por su propio derecho, impugnó los 

actos siguientes: 

 

 La orden de inspección número 417/2017 del cuatro de julio de 

dos mil diecinueve. 

 

 El acta de inspección del cuatro de julio de dos mil diecinueve. 

 

 La clausura total temporal del predio urbano denominado 

Eliminado: datos personales. Fundamento legal: Artículo 72 de la Ley 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Veracruz; 3 fracción X, 12, 13, 14 y 42 de la Ley de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Sujetos Obligados para el Estado de 

Veracruz, por tratarse de información que hace identificada o 

identificable a una persona física. en el Municipio de Coatepec, 

Veracruz, efectuada el cuatro de julio de dos mil diecinueve. 

 
Como autoridades demandadas señaló al Procurador Estatal de 

Protección al Medio Ambiente en el Estado de Veracruz, así como a los 

Inspectores Víctor Manuel Mijangos Ríos y Arnold Emiliano Osorio 

Reyes. 

El ocho de agosto de dos mil diecinueve, fue admitida en la vía ordinaria 

la demanda interpuesta y las pruebas que resultaron ofrecidas conforme 

con el Código, así mismo, se concedió la suspensión del acto impugnado 

para el efecto de que la autoridad interrumpiera el estado de clausura, 

derivado de la apariencia del buen derecho del demandante. 

 

Por otra parte, se ordenó emplazar a las autoridades demandadas para 

que dieran contestación a la demanda, lo cual realizaron de manera 

conjunta mediante un escrito1 recibido el treinta de agosto de dos mil 

diecinueve. 

 

El diez de octubre de dos mil diecinueve tuvo verificativo la audiencia de 

pruebas y alegatos a que se refiere el artículo 320 del Código, sin la 

asistencia de las partes o persona alguna que las representara, en la que 

                                                           
1 Fojas 97 a 117. 



 

 

LMDG 
3 

se tuvieron por rendidos los alegatos de la parte actora2, mientras que a 

las autoridades demandadas se les tuvo por precluido el derecho al no 

haberlo ejercido. 

 

Una vez concluida, mediante acuerdo de esa misma fecha se declaró 

cerrada la fase de alegatos y se ordenó turnar a resolución, la cual se 

emite en los términos que se exponen a continuación.  

 

2. Puntos controvertidos. 

En su primer concepto de impugnación, el actor refirió que la orden de 

inspección carece de validez dado que se encuentra dirigida a la persona 

moral denominada “Desarrolladora Carpín Sociedad Anónima de Capital 

Variable y/o Encargado y/o quien resulte responsable de la actividad de 

movimiento de tierras y corte de árboles”, persona que nada tiene que 

ver con el demandante, quien se asume como propietario del predio. Lo 

anterior, en su estimación, generó incertidumbre sobre quién es la 

persona visitada y contravino lo dispuesto en los artículos 8, fracción IV 

y 165 del Código, razón por la que tanto la orden de inspección como el 

acta circunstanciada deben ser declaradas nulas. 

 

En su segundo concepto de impugnación cuestionó la competencia del 

Procurador demandado para emitir la orden de inspección, pues según 

lo dispuesto en el artículo 11, fracción II del Decreto de creación de la 

Procuraduría de Protección al Medio Ambiente del Estado de Veracruz, 

se le faculta para sancionar el incumplimiento de las disposiciones 

jurídicas en materia de protección al medio ambiente previa la 

tramitación y resolución de los procedimientos administrativos que 

instaure en el ejercicio de sus atribuciones, lo cual no aconteció en tanto 

que los inspectores, por apreciaciones subjetivas, clausuraron de 

manera total y temporal el predio sin el respectivo desahogo de un 

procedimiento. 

 

Agregó que si bien el Reglamento Interior de la Procuraduría 

mencionada faculta al titular para delegar sus funciones en servidores 

públicos subalternos, el artículo 21 de dicho ordenamiento señala que, 

para su validez, los actos delegatorios deben constar por escrito y 

publicarse en la Gaceta Oficial del Estado, situación que no ocurrió 

                                                           
2 Fojas 216 a 218. 
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puesto que, a pesar de que en la orden de inspección se comisionó a 

diversos servidores públicos, no se mencionó el acuerdo delegatorio 

publicado en la Gaceta Oficial del Estado en el que se facultara 

servidores públicos subalternos a realizar funciones como la de imponer 

las sanciones establecidas en la ley de la materia. 

 

Por otra parte, en su tercer concepto de impugnación adujo que la 

clausura llevada a cabo fue ilegal al incumplir con lo señalado en el 

artículo 7, fracción I del Código, ya que se efectuó por autoridades 

incompetentes. Lo sostuvo así con base en el artículo 34, fracción VIII 

del Reglamento Interior de la Procuraduría de Protección al Medio 

Ambiente del Estado de Veracruz, de donde desprendió que la 

imposición de medidas de seguridad en el momento de la diligencia 

corresponde única y exclusivamente al titular del Departamento de 

Inspección y Vigilancia, cargo que no ostentan los inspectores 

demandados, así como tampoco cuentan con el acuerdo delegatorio 

respectivo. 

 

Como cuarto concepto de impugnación argumentó que el acta 

circunstanciada debe ser declarada nula derivado de las irregularidades 

siguientes: 

 

 Al ser un acto administrativo, los inspectores debieron ceñirse a 

lo ordenado en los artículos 37, fracción I y 38 del Código. Por el 

contrario, atendieron la diligencia con el encargado de la obra y 

no con el propietario del predio o su representante legal. Además, 

los inspectores debieron dejar un citatorio de espera a nombre del 

demandante y no de una empresa o tercero y, en caso de no 

encontrarlo, regresar al día siguiente. 

 

 El acta carece de precisión y arroja datos erróneos, por ejemplo, 

que el predio cuenta con dos hectáreas, afirmación falsa tal como 

se corrobora con la resolución en materia de impacto ambiental 

emitida por el Director General de Control de la Contaminación y 

Evaluación Ambiental de la Secretaría de Medio Ambiente del 

Estado de Veracruz. 
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 Los hechos que se hicieron constar son materialmente imposibles 

de probar, lo que aparenta un dolo y mala fe de los inspectores. 

Lo anterior se desprende de la foja 4 del acta, en donde los 

inspectores asentaron que el acceso principal se encontraba 

cerrado y que a simple vista se observó la devastación de flora y 

fauna, pero posteriormente, señalaron que el acceso al predio 

seguía cerrado, por lo que no se pudo generar el recorrido 

correspondiente. Luego, si el predio se encontraba cerrado, no es 

posible que a simple vista los inspectores percibieran a través de 

los sentidos la supuesta devastación de flora y fauna, así como el 

número y características de los árboles talados y los supuestos 

movimientos de tierra. 

 

 El acta se encuentra signada por los inspectores Víctor Manuel 

Mijangos Ríos y Arnold Emiliano Osorio Reyes, sin embargo, éste 

último no se encuentra comisionado por el Procurador en la orden 

de inspección 417/2019. 

 

 El acta se encuentra signada solo por un testigo, a pesar de que 

el artículo 199 de la Ley ambiental señala que la persona con 

quien se entienda la diligencia será requerida para que designe 

dos testigos y, en caso de no hacerlo, el personal de inspección 

podrá designarlos. 

 

Por otra parte, en su quinto concepto de impugnación reiteró que el acta 

de visita contiene diversos vicios relativos al indebido señalamiento de 

las circunstancias, así como la omisión de plasmar a detalle las 

consideraciones que se tuvieron para asentar las supuestas 

infracciones. En ese tenor, transcribió el procedimiento que a su juicio 

debió seguirse, el cual se encuentra contemplado de los artículos 197 al 

211 de la Ley ambiental. 

 

De dicho procedimiento concluyó que existen dos razones por las que 

debe declararse la nulidad lisa y llana del acto impugnado, a saber: 

 

 Que los inspectores incumplieron con lo dispuesto en el artículo 

202 de la Ley ambiental, en la medida en que omitieron 

circunstanciar detalladamente los hechos que observaron, por el 

contrario, sus conclusiones fueron tomadas a simple vista. 
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Además, no se observa una metodología científica ni toma de 

fotografías para desahogar su dicho u otro medio de convicción, 

aunado a que no tuvieron acceso al predio como ellos mismos 

confesaron expresamente. 

 

 Que los inspectores impusieron una de las medidas señaladas en 

el artículo 212 de la Ley ambiental, en vulneración a su garantía 

de debido proceso y de audiencia puesto que contaba con los 

documentos necesarios para hacer el derribo de árboles y el 

movimiento de tierra. Asimismo, consideró vulnerado lo dispuesto 

en el artículo 209 de la misma Ley, en tanto que la autoridad está 

facultada para imponer sanciones siempre que se haya 

desahogado el procedimiento en mención. 

 

Por último, en su sexto concepto de impugnación expresó que la 

clausura total temporal resulta ilegal dado que sí cuenta con el permiso 

correspondiente para la tala de árboles y el movimiento de tierras, 

expedidos por la autoridad competente, a saber, el Ayuntamiento de 

Coatepec, Veracruz, como incluso señaló la Secretaría de Medio 

Ambiente en el resolutivo de impacto ambiental, documento que también 

posee. 

 

Al respecto, precisó que los inspectores asentaron que no se contaba 

con tales documentos, lo que resulta erróneo pues la persona con quien 

entendieron la diligencia era el encargado de la obra y no el demandante, 

quien era el que contaba con los documentos. En esas condiciones, 

estimó que el acta cuestionada y la excesiva sanción impuesta se 

encontraron basadas en hechos erróneos.  

 

En contraposición, las autoridades demandadas aseveraron que la 

orden de inspección 417/2019 cumple con los requisitos de validez 

impuestos en el artículo 198 de la Ley ambiental, la cual fue emitida por 

autoridad competente en el marco de las facultades y obligaciones de la 

Procuraduría Estatal de Protección al Medio Ambiente. 

 

En cuanto a la visita practicada, expresaron que ésta se apegó a las 

reglas del procedimiento ambiental, al que le resultan aplicables los 

lineamientos de la Ley ambiental, mas no los del Código. De ahí que no 
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existe obligación de dirigir las órdenes de inspección al visitado o a su 

representante legal, sino que pueden entenderse con cualquier persona 

que se encuentre en el establecimiento o lugar revisado, porque, por un 

lado, el objetivo primordial y urgente de la diligencia es detectar la 

situación real del lugar en tanto que el bien jurídico protegido es el 

derecho de la población a gozar de un medio ambiente adecuado para 

su desarrollo y bienestar, y por otro lado, el desarrollo de las visitas no 

siempre se reduce a un inmueble en específico, sino que puede abarcar 

un número indeterminado de éstos o bien, áreas mayores. 

 

En relación con la clausura, expusieron que se trató de una medida de 

seguridad que atendió a las razones plasmadas en la orden de 

inspección 417/2019 y que fue impuesta por personal habilitado, quienes 

se identificaron con sus credenciales. Además, que dicha medida fue 

impuesta de manera fundada y motivada en el acto de la diligencia, al 

advertirse la existencia de riesgo inminente de desequilibrio ecológico, 

daños al ambiente y/o los recursos naturales. 

 

Agregaron que los artículos 197 a 200 de la Ley ambiental regulan todos 

los aspectos atinentes a los actos de inspección y vigilancia, así como 

aquellos actos posteriores que la autoridad debe emitir en los casos en 

que las visitas de inspección arrojen la existencia de deficiencias o 

irregularidades, sin que exista obligación de observar requisitos 

adicionales a las formalidades establecidas. 

 

Por otra parte, señalaron que a la fecha en la que contestaron la 

demanda, no se había dado inicio al procedimiento administrativo 

previsto y sancionado en los artículos 203, 204, 205, 206, 207, 208, 209, 

210 y 211 de la Ley ambiental. 

 

Finalmente, apuntaron que aun cuando el demandante exhibió el oficio 

número EC/362/2019 expedido por el Ayuntamiento de Coatepec, en el 

que se le autorizó el derribo de diversos árboles, dicho oficio tiene fecha 

de expedición del tres de julio de dos mil diecinueve. De ese modo, el 

día uno de julio de dos mil diecinueve que se elaboró el acta 

circunstanciada número PMAVER/186/2019, el actor aún no contaba 

con el permiso de la autoridad competente y, sin embargo, ya había 

realizado la acción. 
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De lo anterior, pueden extraerse como puntos controvertidos los que se 

delimitan a continuación. 

 

En cuanto a la orden de inspección: 

 

- Determinar si debía dirigirse al demandante.  

 

En cuanto a la inspección: 

 

- Establecer si era necesario que precediera un citatorio de espera 

y notificación personal. 

 

- Revisar si los inspectores que la practicaron se encontraban 

comisionados para ello. 

 
- Determinar si era necesario que el acta se suscribiera por dos 

testigos. 

 
En cuanto a la clausura: 

 

- Dilucidar si los inspectores tenían competencia para imponerla. 

 

- Establecer si era necesario que, previo a imponerla, se 

substanciara el procedimiento contemplado de los artículos 197 

al 211 de la Ley ambiental. 

 
- Constatar si existió motivación respecto de las infracciones 

asentadas. 

 
- Verificar si los hechos asentados en el acta se apreciaron 

correctamente. 

 
- Determinar si la clausura fue impuesta legalmente, a pesar del 

permiso y el resolutivo de impacto ambiental con los que dice 

contar el actor.  

 

 

CONSIDERANDOS. 

I. Competencia. 
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Esta Primera Sala del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Veracruz es competente para conocer y resolver el presente juicio 

contencioso de conformidad con lo dispuesto en los artículos 116, 

fracción V, primer párrafo de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 67, fracción VI, primer, segundo, tercer y cuarto 

párrafos de la Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio 

de la Llave; 1, primer, segundo y tercer párrafo, 8, fracción III, 23, primer 

párrafo, y 24, fracción IX de la Ley número 367 Orgánica del Tribunal 

Estatal de Justicia Administrativa. 

 

II. Procedencia. 

 

El juicio contencioso administrativo que se resuelve resulta procedente 

en virtud de satisfacerse los requisitos establecidos en el Código 

Administrativo en los artículos 27, 280 fracción II, 292 y 293, al haberse 

promovido por el particular propietario del predio inspeccionado y 

clausurado, quien interpuso su demanda con los requisitos establecidos 

dentro del plazo previsto para ello. 

 

En efecto, el ciudadano Eliminado: datos personales. Fundamento legal: 

Artículo 72 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de Veracruz; 3 fracción X, 12, 13, 14 y 42 de la Ley de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados para el Estado de 

Veracruz, por tratarse de información que hace identificada o identificable a una 

persona física. demostró su legitimación en la causa mediante el 

instrumento3 público número diez mil trescientos noventa y tres del 

veintidós de abril de mil novecientos ochenta y dos, pasado ante la fe del 

Notario Público número doce en la ciudad de Xalapa, que contiene el 

contrato de compra-venta que lo acredita como propietario del inmueble 

identificado como predio Eliminado: datos personales. Fundamento legal: 

Artículo 72 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de Veracruz; 3 fracción X, 12, 13, 14 y 42 de la Ley de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados para el Estado de 

Veracruz, por tratarse de información que hace identificada o identificable a una 

persona física., en el Municipio de Coatepec, Estado de Veracruz. 

 

                                                           
3 Fojas 23 a 29. 
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Por su parte, el Procurador demandado acreditó su legitimación 

mediante su nombramiento4 del trece de diciembre de dos mil dieciocho, 

emitido por el Gobernador del Estado de Veracruz.  

 

Ahora, en cuanto a la procedencia del juicio respecto de los actos 

impugnados, se distingue a continuación aquellos que sí son 

susceptibles de estudiarse y los que no podrán ser analizados en este 

juicio. 

 

 2.1. De la improcedencia del juicio respecto de la orden de 

inspección y la inspección realizada. 

 

De oficio, esta Sala analiza la causal de improcedencia contemplada en 

el artículo 289, fracción XIV del Código en relación con los artículos 2, 

fracciones II y XXVI, y 280, fracciones I y II del mismo ordenamiento, la 

cual se estima actualizada en tanto que la orden de inspección y la 

inspección realizada no constituyen un acto o resolución administrativa 

susceptible de impugnarse por sí solas en el juicio contencioso. 

 

Se explica. El acto administrativo para efectos del juicio contencioso se 

define como la declaración unilateral de voluntad, externa, particular y 

ejecutiva, emanada de la Administración Pública, que tiene por objeto 

crear, transmitir, reconocer, declarar, modificar o extinguir una situación 

jurídica concreta para la satisfacción del interés general. 

 

Por su parte, la resolución administrativa se entiende como el acto 

administrativo que pone fin a un procedimiento, de manera expresa o 

presunta en caso del silencio de la autoridad, que decide todas y cada 

una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las 

normas. 

 

Como se ve, los actos y resoluciones administrativas que pueden 

impugnarse mediante el juicio contencioso son aquellos que expresan la 

voluntad definitiva de la autoridad que los emite de crear, transmitir, 

reconocer, declarar, modificar o extinguir una situación jurídica concreta. 

 

                                                           
4 Foja 118. 
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Al respecto y como orientación, en la tesis de rubro “TRIBUNAL FEDERAL 

DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. "RESOLUCIONES 

ADMINISTRATIVAS DEFINITIVAS". ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE SE 

REFIERE EL ARTÍCULO 11, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DE 

DICHO TRIBUNAL.”5, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación precisó qué debe entenderse por actos o resoluciones 

definitivas en materia administrativa, y sostuvo que es contrario a 

derecho determinar el alcance de la definitividad para efectos del juicio 

contencioso administrativo sólo por esa expresión, ya que también debe 

considerarse la naturaleza jurídica de la resolución, sea ésta expresa o 

ficta, la cual debe constituir el producto final o la voluntad definitiva de la 

Administración Pública, que suele ser de dos formas:  

 

a) como última resolución dictada para poner fin a un 

procedimiento; y, 

b) como manifestación aislada que no requiere de un 

procedimiento que le anteceda para poder reflejar la última 

voluntad oficial.  

 

También apuntó que en el caso de los actos aislados de la 

Administración Pública, expresos o fictos, serán definitivos en tanto 

contengan una determinación o decisión cuyas características impidan 

reformas que ocasionen agravios a los gobernados.  

 

En ese tenor, esta Primera Sala estima que la orden de inspección y la 

inspección practicada el cuatro de julio de dos mil diecinueve en el predio 

del demandante, no revelan una manifestación definitiva de la autoridad, 

sino que únicamente se buscaba verificar si el visitado contaba con 

autorización en materia de impacto ambiental vigente y observar si al 

momento de la inspección se realizaban actividades que contravinieran 

la normativa ambiental, ahora, si el visitado presentaba la autorización 

en materia de impacto ambiental, entonces también se procedería a 

verificar el cumplimiento de los términos y condicionantes contenidos en 

ella. 

 

                                                           
5 Registro 184733, Tesis 2a. X/2003, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, t. XVII, febrero de 2003, p. 336. 
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Luego, con la inspección la autoridad no creó, transmitió, reconoció, 

declaró, modificó o extinguió una situación jurídica concreta, ello será, 

en su caso, materia de la resolución con la que culmine el procedimiento 

administrativo en el que se ordenó la inspección de mérito. 

 

Así, al no tratarse de actos o resoluciones administrativas susceptibles 

de impugnarse mediante el juicio contencioso, debe sobreseerse en éste 

respecto de la orden de inspección y la inspección practicada conforme 

con el artículo 290, fracción II del Código, en relación con los artículos 2, 

fracciones II y XXVI, 280, fracciones I y II y 289, fracción XIV del mismo 

ordenamiento. 

 

 2.2. De la procedencia del juicio respecto de la clausura 

impuesta como medida de seguridad. 

 

A diferencia de la orden de inspección y la inspección realizada, se 

considera que el juicio contencioso es procedente respecto de la 

clausura impuesta como medida de seguridad. 

 

En efecto, entendido el acto administrativo como la declaración unilateral 

de voluntad, externa, particular y ejecutiva, emanada de la 

Administración Pública, que tiene por objeto crear, transmitir, reconocer, 

declarar, modificar o extinguir una situación jurídica concreta para la 

satisfacción del interés general, se puede concluir que la clausura como 

medida de seguridad constituye un acto de esta naturaleza. 

 

Es así porque, por sí sola, refleja la voluntad definitiva de la autoridad sin 

necesidad de que medie procedimiento previo. Además, su finalidad es 

hacer cesar un estado de peligro a través de la disminución o menoscabo 

del derecho de posesión de la persona sobre el lugar que se clausura e, 

incluso, su derecho a la libertad de trabajo, industria o comercio que 

desarrolla dentro de ese sitio. 

 

En ese tenor, se trae a esta sentencia la consideración de la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la 

contradicción de tesis 483/20116, en la que sostuvo que la clausura 

                                                           
6 La ejecutoria en mención dio origen a la tesis de jurisprudencia de rubro “CLAUSURA 
PROVISIONAL DICTADA EN UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SEGUIDO 
EN FORMA DE JUICIO. LA RESOLUCIÓN INTERMEDIA QUE LA DECRETA COMO 
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dictada como medida preventiva y provisional guarda independencia del 

procedimiento administrativo en el que se dicta, porque sus 

consecuencias se consuman de manera irreparable en el momento 

mismo de su realización y no pueden ser materia de análisis en la 

resolución definitiva que en su caso llegue a emitirse en el procedimiento 

de que se trata; esto es, la afectación producida de ninguna manera 

podría dejarse insubsistente aunque en la resolución final se ordenara el 

levantamiento de la clausura. 

 

Extrapolado a este asunto, se estima que la procedencia del juicio 

contencioso se justifica en razón de que la clausura impuesta se trata de 

un acto que, a pesar de no constituir la resolución definitiva de un 

procedimiento administrativo, puede estudiarse como un acto 

administrativo independiente que causa una afectación al particular y 

que se consuma en el momento mismo en el que se impone, supuesto 

que se ubica en el caso previsto en el artículo 280, fracción II del Código. 

 

III. Hechos probados. 

 

Se mencionan en este apartado únicamente los hechos relevantes para 

el caso que se resuelve respecto de la clausura impuesta, los que esta 

Primera Sala tiene por acreditados con base en las pruebas aportadas 

por las partes, las cuales fueron apreciadas en términos del artículo 104 

del Código según se expone enseguida. 

 

1. El ciudadano Eliminado: datos personales. Fundamento legal: 

Artículo 72 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Veracruz; 3 fracción X, 12, 13, 14 y 42 de la 

Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 

Obligados para el Estado de Veracruz, por tratarse de información 

que hace identificada o identificable a una persona física. es 

propietario del inmueble identificado como predio urbano 

Eliminado: datos personales. Fundamento legal: Artículo 72 de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 

de Veracruz; 3 fracción X, 12, 13, 14 y 42 de la Ley de Protección 

de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados para el 

                                                           

MEDIDA DE SEGURIDAD O PREVENTIVA, CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN IMPUGNABLE A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.” 
Registro 2000511, Tesis 2a./J. 22/2012 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Décima Época, libro VII, t. 2, abril de 2012, p. 1104. 
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Estado de Veracruz, por tratarse de información que hace 

identificada o identificable a una persona física., en el Municipio de 

Coatepec, Estado de Veracruz.  

 

Se acreditó este hecho a través del instrumento7 público número diez mil 

trescientos noventa y tres del veintidós de abril de mil novecientos 

ochenta y dos, pasado ante la fe del Notario Público número doce en la 

ciudad de Xalapa, que contiene el contrato de compra-venta del 

inmueble mencionado, documental pública que fue exhibida en copia 

certificada y que posee pleno valor probatorio en términos del artículo 

109 del Código. 

 

2. El cuatro de julio de dos mil diecinueve, en el expediente 

PMAVER/DJ/EXP-319/2019, el Procurador Estatal de 

Protección al Medio Ambiente en el Estado de Veracruz emitió 

la orden de inspección 417/2019 dirigida a Desarrolladora 

Carpín, Sociedad Anónima de Capital Variable y/o encargado 

y/o quien resulte responsable de la actividad de movimiento de 

tierras y corte de árboles realizada en la calle Eliminado: datos 

personales. Fundamento legal: Artículo 72 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Veracruz; 3 fracción X, 12, 13, 14 y 42 de la Ley de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados para el Estado 

de Veracruz, por tratarse de información que hace identificada o 

identificable a una persona física., en el Municipio de Coatepec. 

 

Para practicar la visita de inspección comisionó a diversos 

servidores públicos, entre las que se ubican los ciudadanos 

Víctor Manuel Mijangos Ríos y Arnold Emiliano Osorio Reyes. 

 

Aunado a lo anterior, con fundamento en los artículos 2, 

fracciones IV, V, VI, IX, XI y XII, 3, fracciones V, VII, IX, XIII, 

XVI, XVII, XIX, XX, XXI, XXIII, XXIV, XXV, XXVI, XXVII, XXXI, 

XXXIV, XXXV, XXXVI, XLI y XLII y 212, fracción III, inciso a) 

de la Ley ambiental; 170, fracción I de la Ley General de 

Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente; 170 del Código; 

y 34, fracción VIII del Reglamento Interior de la Procuraduría 

                                                           
7 Fojas 23 a 29. 
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Estatal de Protección al Medio Ambiente, y con la finalidad de 

evitar peligros graves y daños irreversibles al equilibrio 

ecológico, habilitó al personal actuante para que, si lo 

consideraban pertinente, fundada y motivadamente 

impusieran al momento de la diligencia la medida de seguridad 

consistente en clausura temporal o definitiva, total o parcial del 

sitio y de las actividades que ahí se ejecutaran en 

contravención con las obligaciones en materia ambiental que 

le resultaran al visitado, por existir riesgo inminente de 

desequilibrio ecológico, daños al ambiente y/o los recursos 

naturales.  

 

Este hecho se desprendió de la orden8 en mención, documental pública 

exhibida en copias certificadas que tiene pleno valor probatorio de 

acuerdo con el artículo 109 del Código Administrativo. 

 

3. El cuatro de julio de dos mil diecinueve, los inspectores Víctor 

Manuel Mijangos Ríos y Arnold Emiliano Osorio Reyes se 

constituyeron en el inmueble descrito en los hechos que 

anteceden, para practicar la visita instruida en la orden referida 

anteriormente. 

 

La diligencia fue entendida con el ciudadano José Alberto 

Reyes García, quien se ostentó como Encargado de la Obra. 

A dicha persona se le requirió para que designara dos testigos, 

ante su negativa, los inspectores designaron al ciudadano 

Ricardo Olarte Carmona. 

 

Adicionalmente, al ciudadano José Alberto Reyes García se le 

solicitó la autorización en materia de impacto ambiental 

emitida por la Secretaría de Medio Ambiente del Estado de 

Veracruz, quien dijo no tenerla en ese momento ya que eran 

una empresa subcontratada por Desarrolladora Carpín S.A. de 

C.V., y ellos deberían tenerla. 

 

                                                           
8 Fojas 37 a 44 y 136 a 139. 
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4. Durante la diligencia, el acceso principal se encontró cerrado, 

de modo que los inspectores no pudieron realizar un recorrido 

en el lugar. 

 

5. Los inspectores asentaron que a simple vista se observó la 

devastación de la flora y fauna del sitio, donde se encontraban 

árboles talados y movimientos de tierras. 

 

En razón de ello, expusieron que en aras de tutelar el derecho 

fundamental del medio ambiente y debido a que existía un 

riesgo eminente[sic] de desequilibrio ecológico, procedieron a 

la clausura total temporal de la obra.  

 

Los hechos 3, 4 y 5 que anteceden se tienen probados con el acta9 de 

la diligencia mencionada, la cual fue exhibida en copias certificadas, 

documento público con pleno valor probatorio conforme con el artículo 

109 del Código. 

 

6. En su reporte de la visita referida, los inspectores reiteraron 

que el acceso al predio les fue negado y que, a simple vista, 

pudieron apreciar una obsoleta[sic] devastación de la flora y 

fauna del sitio, ya que se encontraban árboles tirados y 

movimientos de tierra. 

 

Como observaciones, señalaron que en el terreno se observó 

que existía un riesgo eminente[sic] de desequilibrio ecológico, 

lo que originó la clausura impuesta 

 

Lo anterior se desprendió del reporte10 de visita elaborado el ocho de 

julio de dos mil diecinueve, exhibido en copia certificada, documental 

pública con pleno valor probatorio en términos del artículo 109 del 

Código. 

 

IV. Análisis de las cuestiones planteadas. 

 

                                                           
9 Fojas 46 a 53 y 140 a 147. 
10 Fojas 148 a 150. 
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En lo que concierne a los conceptos de impugnación expuestos por la 

parte actora, esta Sala atiende los encaminados a controvertir la 

clausura impuesta dado lo expuesto en el considerando segundo de esta 

sentencia. 

 

Al respecto, se determina que el tercer concepto de impugnación es 

fundado y suficiente para declarar invalida la clausura impugnada, con 

base en las consideraciones siguientes. 

 

 4.1. Los inspectores resultaban incompetentes para imponer 

la medida de seguridad. 

 

Asiste la razón al demandante cuando sostiene que los inspectores 

carecían de la competencia para imponer la clausura como medida de 

seguridad en el momento de la diligencia. 

 

En efecto, el artículo 34, fracción VIII11 del Reglamento Interior de la 

Procuraduría Estatal de Protección al Medio Ambiente dispone que 

corresponde al Departamento de Inspección y Vigilancia la atribución de 

imponer medidas de seguridad en el momento de la diligencia, por riesgo 

inminente de desequilibrio ecológico. 

 

Este precepto legal fue incluso invocado por el Procurador demandado 

en la orden de inspección 417/2019, al habilitar al personal actuante para 

imponer la medida. 

 

Sin embargo, la disposición reglamentaria es específica al señalar que 

las atribuciones enunciadas corresponden al Departamento, por 

conducto de su titular. 

 

En torno a esta aclaración, ni el Procurador ni los inspectores 

demandados citaron fundamento alguno que justificara que los 

inspectores, y no el titular del Departamento de Inspección y Vigilancia, 

pudieran imponer la clausura como medida de seguridad al predio del 

ciudadano Eliminado: datos personales. Fundamento legal: Artículo 72 de la 

                                                           
11 Artículo 34. Corresponde al Departamento de Inspección y Vigilancia, por conducto 
de su titular, las siguientes atribuciones: 
VIII. Imponer medidas de seguridad en el momento de la diligencia por riesgo inminente 
de desequilibrio ecológico, daños al ambiente y/o los recursos naturales. 
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Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Veracruz; 3 fracción X, 12, 13, 14 y 42 de la Ley de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Sujetos Obligados para el Estado de Veracruz, por 

tratarse de información que hace identificada o identificable a una persona 

física. 

 

De hecho, en el acta relativa a la inspección practicada, en lo 

concerniente a la clausura impuesta los inspectores omitieron citar 

fundamento legal o reglamentario alguno que sustentara su competencia 

para proceder en la forma en la que lo hicieron. 

 

Así, esta Sala concluye que los inspectores eran incompetentes para 

imponer la clausura como medida de seguridad, irregularidad que 

amerita su nulidad de conformidad con el artículo 326, fracción I del 

Código. 

 

La nulidad debe ser declarada de forma lisa y llana dado que se trata de 

un vicio que no puede subsanarse, pues su existencia implicó dejar en 

estado de inseguridad jurídica al particular afectado. 

 

Al respecto, tiene aplicación la tesis de jurisprudencia del tenor siguiente: 

 

NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA 

FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD 

ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA. En congruencia 

con la jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta Segunda Sala, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 32, con el 

rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES 

ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO 

HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, 

EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN 

IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O 

RECURSO.", se concluye que cuando la autoridad emisora de un 

acto administrativo no cite con precisión el apartado, fracción, inciso 

o subinciso correspondiente o, en su caso, no transcriba el 

fragmento de la norma si ésta resulta compleja, que le conceda la 

facultad de emitir el acto de molestia, el particular quedaría en 

estado de inseguridad jurídica y de indefensión, al desconocer si 

aquélla tiene facultades para ello, por lo que el Tribunal Federal de 
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Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la nulidad lisa y 

llana del acto administrativo emitido por aquélla, esto es, no la 

vinculará a realizar acto alguno, por lo que su decisión no podrá 

tener un efecto conclusivo sobre el acto jurídico material que lo 

motivó, salvo el caso de excepción previsto en la jurisprudencia 

citada, consistente en que la resolución impugnada hubiese recaído 

a una petición, instancia o recurso, supuesto en el cual deberá 

ordenarse el dictado de una nueva en la que se subsane la 

insuficiente fundamentación legal.12 

 

Así, dada la incompetencia advertida que amerita la nulidad lisa y llana 

de la clausura impugnada, esta Sala estima pertinente prescindir del 

estudio de las restantes cuestiones planteadas en tanto que no le 

deparan un mayor beneficio al demandante. 

 

V. Fallo. 

 

Al resultar fundado y suficiente el tercer concepto de impugnación, con 

fundamento en el artículo 326, fracción I del Código procede declarar la 

nulidad lisa y llana de la clausura como medida de seguridad impuesta 

el cuatro de julio de dos mil diecinueve, en el predio propiedad del 

ciudadano Eliminado: datos personales. Fundamento legal: Artículo 72 de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Veracruz; 3 fracción X, 12, 13, 14 y 42 de la Ley de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Sujetos Obligados para el Estado de Veracruz, por 

tratarse de información que hace identificada o identificable a una persona 

física.. 

 

Debido a que el ocho de agosto de dos mil diecinueve se concedió al 

actor la suspensión del acto impugnado para el efecto de que la 

autoridad interrumpiera el estado de clausura, esta Sala determina que 

el particular ya fue restituido en el goce del derecho afectado. 

 

Por otra parte, en razón de que la orden de inspección emitida el cuatro 

de julio del año en curso, así como la inspección practicada en esa fecha 

son actos instrumentales dentro del procedimiento administrativo 

PMAVER/DJ/EXP-319/2019, de modo que no constituyen actos o 

                                                           
12 Registro 172182, Tesis 2a./J. 99/2007, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, t. XXV, junio de 2007, p. 287. 
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resoluciones administrativas susceptibles de controvertirse de manera 

aislada mediante el juicio contencioso, con fundamento en los artículos 

2, fracciones II y XXVI, 280, fracciones I y II, 289, fracción XIV y 290, 

fracción II del Código, procede decretar el sobreseimiento en el juicio 

respecto de tales actos. 

 

Lo anterior implica que la autoridad competente podrá emitir la resolución 

administrativa que corresponda en el procedimiento indicado, pero sin 

atender a la clausura que ha sido declarada invalida en esta sentencia. 

 

 

RESOLUTIVOS. 

 

PRIMERO. Se decreta el sobreseimiento en el juicio, respecto 

de la orden de inspección y la inspección realizada, ambas de fecha 

cuatro de julio de dos mil diecinueve, con base en las consideraciones 

expuestas en esta sentencia. 

 

SEGUNDO. Se declara la nulidad lisa y llana de la clausura 

impuesta como medida de seguridad en el predio del demandante, 

conforme lo considerado en esta sentencia. 

 

NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE A LA PARTE ACTORA Y POR 

OFICIO A LAS AUTORIDADES DEMANDADAS. Así lo resolvió y firmó 

Pedro José María García Montañez, Magistrado de la Primera Sala del 

Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Veracruz, ante Luis 

Alejandro Tlaxcalteco Tepetla, Secretario de Acuerdos, quien autoriza y 

firma. DOY FE. 

 

 

 

 

PEDRO JOSÉ MARÍA GARCÍA MONTAÑEZ 

                         Magistrado 

 

 

LUIS ALEJANDRO TLAXCALTECO TEPETLA 

                                    Secretario de Acuerdos 
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